






    

 

resarcible, exclusivamente, aquella que reúna la calificación de antijurídica, en el sentido de 

que el particular no tenga el deber jurídico de soportar los daños derivados de la actuación 

administrativa". 

En esa misma línea reiterada jurisprudencia (STS de 25 de septiembre de 2007, rec. casación 

2052/2003 con cita de otras anteriores) manifiesta que la viabilidad de la responsabilidad 

patrimonial de la administración exige la antijuridicidad del resultado o lesión siempre que 

exista nexo causal entre el funcionamiento normal o anormal del servicio público y el 

resultado lesivo o dañoso producido. 

 

Se insiste STC 19 de junio de 2007, rec. casación 10231/2003 con cita de otras muchas que 

"es doctrina jurisprudencial consolidada la que sostiene la exoneración de responsabilidad 

para la Administración, a pesa del carácter objetivo de la misma, cuando es la conducta del 

propio perjudicado o la de un tercero la única determinante del daño producido aunque 

hubiese sido incorrecto el funcionamiento del servicio público ( Sentencias, entre otras, de 21 

de marzo, 23 de mayo, 10 de octubre y 25 de noviembre de 1995, 25 de noviembre y 2 de 

diciembre de 1996, 16 de noviembre de 1998, 20 de febrero, 13 de marzo y 29 de marzo de 

1999)". 

 

Y también repite la jurisprudencia (por todas SSTS 7 de febrero 2006 recurso de casación 

6445/2001, 19 de junio de 2007, recurso de casación 10231/2003, 11 de mayo de 2010, 

recurso de casación 5933/2005) que la apreciación del nexo causal entre la actuación de la 

Administración y el resultado dañoso, o la ruptura del mismo, es una cuestión jurídica 

revisable en casación, si bien tal apreciación ha de basarse siempre en los hechos declarados 

probados por la Sala de instancia, salvo que éstos hayan sido correctamente combatidos por 

haberse infringido normas, jurisprudencia o principios generales del derecho al haberse 

valorado las pruebas, o por haber procedido, al haber la indicada valoración de manera 

ilógica, irracional o arbitraria. 

 

Ya la STS de 9 de mayo de 1991 al desestimar el recurso contencioso administrativo 

proclama que al no acreditarse la forma en que se produjo el hecho no es posible atribuir a la 

administración la responsabilidad objetiva que la constituiría en la obligación de indemnizar 

al no probar el reclamante el requisito mencionado de la existencia de una "relación directa, 



    

 

inmediata y exclusiva de causa a efecto sin intervención extraña" entre el daño alegado y el 

funcionamiento del servicio correspondiente. 

Por su parte las SSTS de 19 de junio de 2007, recurso de casación 10231/2003, 9 de 

diciembre de 2008, recurso de casación 6580/2004, reiteran (con cita de otras anteriores) que 

la prueba de la relación de causalidad corresponde al que reclama la indemnización." 

 

CUARTO.-Nos encontramos con un socavón en la vía pública (Folio 25 expediente). Se 

acreditan unos daños en una rueda del vehículo, según reportaje fotográfico.  

 

No se pone en duda, los daños en el vehículo. Se acredita el pago de 150 euros por la compra 

de un neumático. Sin embargo, se trata de un socavón de los múltiples existentes en las vías 

públicas donde transitan los vehículos.  

 

No se acredita ni la antigüedad del neumático, ni el estado en el que se encontraba el mismo 

con anterioridad a los daños. Circunstancias por las cuales, procede la desestimación de la 

demanda.  

 

QUINTO .- Conforme a lo previsto en el artículo 139.1 de la Ley 29/1998, no se realiza 

pronunciamiento en costas.  

 

Por lo demás, y al tratarse aquí de un asunto de cuantía inferior a los 30.000 euros, nos 

encontramos con un proceso en única instancia [cfr. art. 81.1.a), a contrario sensu de la LJCA, 

en su redacción dada por Ley 37/2011. Por consiguiente, la presente sentencia adquirirá 

firmeza automáticamente en el mismo momento de ser dictada. Ello conlleva que proceda la 

devolución del expediente a la Administración demandada y el archivo subsiguiente del 

procedimiento. 

 

En su virtud, vistos los preceptos legales citados y demás en general y pertinente aplicación, 

en nombre de S.M el Rey y en el ejercicio de la potestad que, emanada del pueblo español, 

concede la Constitución. 

 

FALLO 



    

 

 

DESESTIMAR el recurso contencioso-administrativo interpuesto por D.  

; frente al AYUNTAMIENTO DE CIUDAD REAL. 

 

Se declara conforme a derecho el Decreto Número 2.023/4.275 de 22 de agosto de 2023, que 

desestima la reclamación de responsabilidad patrimonial interpuesta. 

 

No se realiza especial pronunciamiento en costas. 

 

Esta sentencia es FIRME y NO cabe contra ella RECURSO ordinario alguno.  

 

Conforme dispone artículo 104 de la LJCA en el plazo de DIEZ DÍAS, remítase oficio a la 

Administración demandada, al que se acompañará el expediente administrativo y testimonio 

de esta sentencia, a fin de que la lleve a puro y debido efecto y practique lo que exija el 

cumplimiento de las declaraciones contenidas en el fallo. Hágase saber a la Administración 

que en el plazo de DIEZ DÍAS deberá acusar recibo de dicha documentación e indicar el 

órgano responsable del cumplimiento del fallo. 

 

Así por esta mi Sentencia, de la que se llevará testimonio a los autos, lo pronuncio, mando y 

firmo. 

 
 
 

 LA MAGISTRADA-JUEZ   EL   L.A.J. 

 

 

 

 

 

 

 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 

sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal 

que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de 

las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 

víctimas o perjudicados, cuando proceda. 

 

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con 

fines contrarios a las leyes. 

 

  


